
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Sentencia  - 1ª Instancia -24 de abril 2018
Radicación Nro. :
  
66001-22-13-000-2018-00135-00

Accionante:

Javier Elías Arias Idárraga.

Accionado: 

Juzgado Tercero Civil del Circuito local y la Procuraduría General de la Nación
Vinculado (s): 

Audifarma SA, el Procurador 7° Judicial para asuntos civiles de Bogotá DC, las alcaldías y personerías de Bogotá, Barranquilla, Chinchiná y Repelón, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo regionales de Risaralda, Cundinamarca, Caldas y Atlántico.
Proceso:


Tutela

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


DEBIDO PROCESO JUDICIAL / ACCIÓN POPULAR / PUBLICACIÓN PÁGINA WEB DE LA RAMA / NO HIZO SOLICITUD / IMPROCEDENTE - Y es que, como lo deja ver la copia del expediente arrimado (f. 83 cd), no hay evidencia alguna acerca de que el interesado le haya formulado al Juzgado o al Procurador las peticiones que por medio de este medio enlista; con detenimiento la Sala observó cada uno de los archivos contenidos en el expediente digitalizado remitido por el funcionario encartado, sin que se observara en ninguna parte del cartulario alguna solicitud al juzgado para que informe la legislación aplicable al caso o para que notifique a la comunidad en la página web  de la rama judicial; tampoco se encontró petición alguna al Ministerio Público para que proceda como ahora se le reclama. 

Y es que solo a partir de la gestión que en tal sentido adelante el demandante y acorde con lo que suceda en torno a ello, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben a tales funcionarios. 

Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, de manera prematura.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho
Expediente 66001-22-13-000-2018-00135-00 


  



Acta No. 126 de abril 24 de 2018
  



Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local y la Procuraduría General de la Nación, a la que fueron vinculados Audifarma SA, el Procurador 7° Judicial para asuntos civiles de Bogotá DC, las alcaldías y personerías de Bogotá, Barranquilla, Chinchiná y Repelón, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo regionales de Risaralda, Cundinamarca, Caldas y Atlántico.

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga presentó acción de tutela por la presunta violación de los derechos que describe como “art. 13, 29, 83 CN, ley 472/98”, teniendo en cuenta que presentó ante el despacho accionado la acción popular “2016-461”, en la que el funcionario demandado incumple los artículos 5, 21 y 84 de la Ley 472 de 1998 y “cree poder ordenarle al procurador delegado que cumpla lo que la ley 472/98, art 5 le ordena al juez”.
Pidió, por tanto, se ordene al Juzgado (i) informar “q procede a fin q cumpla art 5 y 84 ley 472/98”; (ii) “ordenar al Procurador delegado a fin que consigne si la juez le puede imponer q cumpla con lo reglado art 21 ley 472/98 y este tutele a la juez al existir renuencia en este trámite constitucional de la A popular” y que (iii) “se ordene a la juez informar comunidad pagina web rama judicial -link- avisos a la comunidad y cumpla art 5 ley 472/98”.
Con auto del 11 de abril se le dio impulso a la acción con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la ación de tutela. 

El Juzgado dio cuenta de la promoción anterior de acciones de igual linaje respecto de la misma demanda popular e indicó algunas situaciones acaecidas dentro del asunto; asimismo remitió las copias solicitadas.

El Procurador 7° Judicial II para asuntos civiles y laborales de Cali, dio cuenta de su gestión en en relación a las acciones populares en las que el aquí accionante, funge como demandante, indicó que ante esa dependencia el accionante no ha hecho ninguna solicitud, ni se evidencia que hubiese elevado ante el juez que conoce del trámite de la acción popular, una petición como la que realiza con la presente acción de tutela; adujo improcedencia del trámite. 

La directora Distrital de Defensa Judicial de Bogotá DC, el Defensor del Pueblo de la regional de Cundinamarca y la Alcaldía de Barranquilla, adujeron la falta de legitimación en la causa por pasiva. 

Audifarma S.A., adujo la improcedencia de la acción y la temeridad del accionante. 
CONSIDERACIONES
Delanteramente hay que advertir que, si bien el Juzgado demandado informó sobre la presentación de otras tutelas en relación con la misma demanda popular a que alude este libelo, de las copias incorporadas (f. 125 a 131), se desprende que aquellas se refieren a situaciones fácticas diferentes a la de ahora, lo que descarta la configuración de una cosa juzgada.
Hecha esta aclaración, se tiene que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, para que (i) se le ordene al Juzgado ofrecer al accionante información relacionada con la legislación que procede  en la acción popular de la referencia y mandarlo (ii) para que notifique a la comunidad por medio de  la página web de rama judicial; y (iii) que se ordene al Procurador Delegado en la acción popular, que informe si el juez le puede imponer las cargas tendientes a la notificación del auto admisorio de la demanda. 




Se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU 573 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.   
De frente a ese derrotero, se advierte, de entrada, que las solicitudes que por esta senda presenta el accionante se tornan improcedentes. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”
Y es que, como lo deja ver la copia del expediente arrimado (f. 83 cd), no hay evidencia alguna acerca de que el interesado le haya formulado al Juzgado o al Procurador las peticiones que por medio de este medio enlista; con detenimiento la Sala observó cada uno de los archivos contenidos en el expediente digitalizado remitido por el funcionario encartado, sin que se observara en ninguna parte del cartulario alguna solicitud al juzgado para que informe la legislación aplicable al caso o para que notifique a la comunidad en la página web  de la rama judicial; tampoco se encontró petición alguna al Ministerio Público para que proceda como ahora se le reclama. 
Y es que solo a partir de la gestión que en tal sentido adelante el demandante y acorde con lo que suceda en torno a ello, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben a tales funcionarios. 




Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, de manera prematura.
Por tanto, se declarará improcedente la acción y se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos del demandante.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local y la Procuraduría General de la Nación.




Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
                          DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� 	Sentencia C-543-92
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